








En ese sentido, el mencionado DECRETO de fecha 
quince de mayo de dos mil diecinueve, contiene 
diversas reservas de Ley, que establecen reglas para 
lograr progresivamente la obligatoriedad de la 
educación superior, siendo que estas reglas, se 
encuentran diferenciadas de aquellas que aplican 
para el análisis de la gratuidad de la educación básica 
y media superior, es decir, el Constituyente hace una 
distinción entre el principio de la educación 
obligatoria y el derecho a la educación gratuita.

De Los artículos transitorios Sexto, Décimo Primero, y 
Décimo Quinto del DECRETO de fecha quince de 
mayo de dos mil diecinueve se desprende que, para el 
caso de escuelas normales, la Ley General de 
Educación Superior establecerá los criterios para su 
desarrollo institucional y regional, así como para el 
mejoramiento de su infraestructura y equipamiento, 
asimismo se establece que, el Ejecutivo Federal, en un 
plazo no mayor a 180 días contados a partir de la 
entrada en vigor de las presentes disposiciones, 
definirá una Estrategia Nacional de Mejora de las 
Escuelas Normales, la cual establecerá acciones para 
su fortalecimiento.

En la línea del tiempo, la nueva Ley de Educación de 
Baja California, fue publicada con fecha veintiocho de 
diciembre de dos mil veinte, en el Periódico Oficial del 
Estado de Baja California, en su artículo 99, último 
párrafo, establece que, para dar cumplimiento a la 
obligatoriedad y la gratuidad de la educación superior, 
la Ley General de Educación Superior establecerá las 
disposiciones en materia de financiamiento.

El mismo artículo 99, hace la distinción del 
financiamiento en educación que se encuentra a 
cargo del presupuesto del Estado de Baja California, 
pero se insiste que expresamente el constituyente 
local, estableció que el financiamiento para la 
Educación Superior se dejaría a la regulación 
establecida en la Ley especial, es decir, la Ley General 
de Educación Superior, por lo que queda claro que en 
la Ley Federal se establecen las bases para dar 
cumplimiento a la obligación del Estado de garantizar 
el ejercicio del derecho a la Educación Superior.
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En ese orden de ideas, el artículo 6, facción VIII, de la 
Ley General de Educación Superior establece lo que 
se debe entender por el concepto de Gratuidad, 
veamos:¨Gratuidad, a las acciones que promueva el 
Estado para eliminar progresivamente los cobros de 
las instituciones públicas de educación superior a 
estudiantes por conceptos de inscripción, 
reinscripción y cuotas escolares ordinarias, en los 
programas educativos de técnico superior 
universitario, licenciatura y posgrado, así como para 
fortalecer la situación financiera de las mismas, ante 
la disminución de ingresos que se observe derivado 
de la implementación de la gratuidad¨

Como se advierte de la Ley especial federal, la 
gratuidad en el principio de obligatoriedad de 
Educación Superior, comprende una serie de 
acciones que conllevan, tener un plan para eliminar 
progresivamente los cobros de las instituciones 
públicas de educación superior. Incluso como 
podemos ver la norma establece que la gratuidad en 

su caso solo se limita a los conceptos de inscripción 
reinscripción y cuotas escolares ordinarias; y en el 
caso del fortalecimiento financiero, la misma Ley de 
alguna manera considera contemplar un plan o 
acciones de implementación para lograr dicho 
principio de obligatoriedad en la gratuidad.

De lo expuesto, podemos observar que el 
constituyente dejó claro que la educación superior 
tiene un tratamiento diferenciado respecto a la 
educación básica y la media superior, de igual 
manera, se puede observar que, el legislativo trazó 
líneas separadas en cuanto a lo que debe entenderse 
por obligatoriedad de la educación superior y por 
otra parte lo que respecta a su gratuidad, incluso es 
importante analizar el alcance de lo que se debe 
entender por suficiencia y razonabilidad en el 
concepto de gratuidad, como conocer los alcances 
de cómo se pretende eliminar progresivamente los 
cobros de determinados conceptos. 

Es de suma importancia transparentar la 
situación real financiera de la Educación 
Superior en Baja California, por lo pronto, ni el 
Estado, ni la Federación, incluyeron en sus 
respectivos presupuestos de egresos 2022, 
fondos especiales, ni planes estratégicos que 
tuvieran como objetivo lograr progresivamente 
la gratuidad de la Educación Superior, por lo 
que se debe estar atento a que el gobierno 
federal y estatal tomen en cuenta los 
lineamientos para construir progresivamente la 
gratuidad obligatoria de la Educación Superior 
en Baja California.
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